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Introducción(: 
La pérdida de bosques y transformación de los ecosistemas en Latinoamérica han llevado a que las iniciativas campesinas y empresas rurales forestales y agrícolas pierdan servicios ambientales esenciales para su desempeño productivo. La pérdida de bosques también incrementa las emisiones de CO2 a la atmósfera, acelera la reducción en las tasas de  biodiversidad, y reduce la capacidad de los suelos de retener y producir agua entre otros servicios. Esta realidad no es ajena a Paraguay. En el Este de Paraguay la deforestación avanza rápidamente, y se necesitan mecanismos innovadores que permitan frenar la pérdida de los servicios ambientales en la región. Uno de los instrumentos legales implementado por el gobierno es la Ley 2524/04 “De Deforestación Cero”, con vencimiento en el 2013, que ha mostrado resultados importantes de reducción de hasta el 80 por ciento de la tasa de deforestación en esa región. El otro instrumento es la Ley 3.001/06 “De Valoración y Retribución de los Servicios Ambientales”    reglamentada por el Decreto del Poder Ejecutivo No. 10.247 del 20 de marzo de 2007 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 3.001/06”, la Resolución SEAM No. 531/08 “Por la cual se establecen las condiciones y requisitos para poder certificar los servicios ambientales que produzcan los bosques…” y la Resolución SEAM 1564/09 “Por la cual se establecen los criterios e indicadores para certificar áreas destinadas a servicios ambientales”.
La Ley 3.001/06 permite la ejecución de medidas para la conservación basadas en el mercado. No obstante, la aplicación de dichas medidas no asegura por sí misma la efectividad en la conservación de los bosques de Paraguay. Esto debido a que los motores de la deforestación son amplios y variados, y ejercen presiones de diferente magnitud sobre los bosques. Entre estos se encuentran los subsidios agrícolas, la debilidad institucional, y las políticas sectoriales entre otros. Estos factores se agrupan en una serie de fallas de mercado y de política que deben ser tenidas en cuenta a la hora de generar proyectos basados en compensaciones por servicios ambientales. 

Por otra parte las condiciones especificadas en la Ley 3001/06 para generar un mercado de certificados de servicios ambientales deben ser analizadas a la luz de la estructura de mercado que la misma Ley propone. Luego la efectividad de la Ley 3001/06 dependerá de que se cumplan ciertas condiciones de mercado que serán expuestas en este documento. 
El proyecto “Pagos por Servicios de los Ecosistemas y Agricultura Sostenible para la Conservación y el Desarrollo en Paraguay, Feria del Desarrollo 2008-Banco Mundial” liderado por el Departamento de Desarrollo Sostenible de la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos y el Instituto de Derecho y Economía Ambiental (IDEA) busca aportar al desarrollo de los mecanismos y reglamentación de la Ley 3001/06 con un proyecto piloto ejecutado con una comunidad en el Departamento de San Pedro. El proyecto busca apoyar el desarrollo de prácticas agrícolas sostenibles, y en la certificación de una reserva comunitaria como prestadora de servicios ambientales. El proyecto busca igualmente generar recomendaciones a nivel nacional de cómo mejorar el mecanismo operativo e institucional de los pagos por servicios ambientales a la luz de la Ley 3001/06.
Este análisis servirá para identificar los elementos de riesgo más importantes que puedan afectar los potenciales resultados de conservación que se procuren con la implementación de la Ley 3001/06, identificando fallas de mercado potenciales y debilidades de política mas importantes con el fin de definir una estrategia de mitigación de los riesgos en la ejecución del proyecto indicado, asegurando así su sostenibilidad. 
Objetivo:
Describir los principales elementos de riesgo de la estructura de mercado propuesta por la Ley 3001/06, así como los instrumentos de política que puedan afectar el desempeño del esquema de Compensaciones por Servicios Ambientales y sus objetivos de conservación en Paraguay. Así mismo, se definirá una estrategia de mitigación de riesgos y los pasos a seguir para la ejecución efectiva del proyecto: Pagos por Servicios de los Ecosistemas y Agricultura Sostenible para la Conservación y el Desarrollo en Paraguay.
Antecedentes Ambientales:

En los últimos 50 años Paraguay perdió el 90 por ciento de sus bosques contenidos en la Región Oriental, dando paso a un paisaje fragmentado de bosques. El desarrollo agropecuario que se extendió a partir de la década de 1950 soportado por el desarrollo de infraestructura vial, programas de colonización y las consecuentes dinámicas de los asentamientos rurales fueron causas de gran parte de los cambio de uso del suelo
. Diversos motores de deforestación, entre los que se encuentran la extracción de madera, el pastoreo y la agricultura de monocultivo han reducido la biodiversidad y afectado los servicios ambientales en esa región del país. La erosión y pérdida de fertilidad de los suelos en esta región ha sido particularmente aguda. La contaminación de los cursos de agua, el uso excesivo de pesticidas y agroquímicos han impactado los suelos igualmente.
En el Este de Paraguay que incluye en Departamento de San Pedro permanecen relictos del Bosque Atlántico del Alto Paraná (BAAPA) considerado como uno de los más importantes a nivel mundial para la conservación de la biodiversidad. El BAAPA es uno de los quince ecosistemas del complejo del Bosque Atlántico que lo comparten tres países de Suramérica. En Paraguay ocupa alrededor de 20.800 km2 constituyendo el 13.4% del área original del país.  En su mayor parte está compuesto por fragmentos de bosque no degradados que alcanzan los 11.618 km2, y por múltiples fragmentos de bosques degradados que suman alrededor de 9.267 km2 
. El BAAPA constituye uno de los “hot-spots” mundialmente reconocidos como área crítica para la conservación de la biodiversidad
. 

En los inicios de los años ochenta el departamento de San Pedro tenía un paisaje predominantemente ganadero con pérdidas significativas en su cobertura de bosque nativo. En 2002, los usos del suelo se dividían aproximadamente en: 1 millón de hectáreas destinadas a uso ganadero, 300 mil hectáreas a uso forestal, y 200 mil hectáreas para uso agrícola 
. 
Conceptos teóricos de las fallas mercado a las luz de la situación rural actual en Paraguay:
En el contexto del desarrollo rural y los cambios de uso del suelo una serie de fallas de mercado asociadas a los costos sociales fruto de la degradación ambiental  tienen su raíz en tres elementos principales a) las asimetrías de información en cuanto al valor de los bosques, en términos del desconocimiento de los impactos ambientales de los cambios del uso del suelo, b) la falta de mecanismos para  incorporar las externalidades negativas en la estructura de costos de las unidades productivas rurales, y c) la condición de bienes públicos de los ecosistemas naturales 
Las inversiones que un agente económico decida llevar a cabo sobre la tierra dependen en gran parte del retorno de la rentabilidad que este espere. Este factor es quizás el principal factor que ha mediado los usos del suelo en el contexto de la economía rural. Las  decisiones sobre usos alternativos están condicionadas a la información que el agente económico tenga sobre el valor de la tierra y los recursos allí presentes. Con información escaza sobre el beneficio social que tierras en conservación pueden proveer, se pueden privilegiar usos del suelo que degradan el medio ambiente. El Estado juega acá un rol fundamental en enviar las señales adecuadas al mercado sobre el valor real de la tierra y de los servicios ambientales que este provea. Sin esta información clara, se falla a la hora de establecer los usos del suelo más adecuados que tengan externalidades positivas.

De manera similar, la falta de mecanismos que permitan incorporar las externalidades negativas de los agentes económicos perpetúa el uso inadecuado de los suelos. Aquellos costos económicos generados por las externalidades negativas de los procesos de producción suelen pasar inadvertidos y, por lo tanto, no son considerados en la formu​lación de políticas y decisiones de inversión. Esto se ve reflejado en la ausencia de impuestos y tasas que reflejen los costos ambientales de las decisiones de producción y consumo.

El otro factor asociado como falla de mercado es la condición de bien público de los ecosistemas naturales que genera la situación de la“tragedia de los comunes”
 donde los individuos motivados por un interés personal depredan los bienes públicos. En este caso ningún actor individual buscará conservar los recursos naturales siempre que no tenga conocimiento de que otro actor hará lo mismo.  El subsanar esta falla de mercado depende en gran medida del éxito en la aplicación de la Ley 3001/06.
Al referirnos a las anteriores fallas de mercado hacemos hincapié a que cuando estas se presentan, se falla a la hora de lograr eficiencias sociales en sentido económico. Para un regulador, legislar sobre las funciones de los bosques como bienes públicos tiene sentido en cuanto se entienda que a la luz del desarrollo económico vigoroso en áreas de frontera agrícola, se presentan rivalidades sobre el uso de los bosques que deben ser mediadas por el Estado. Por tanto, concebir equivocadamente los bosques como bien público puro, es decir donde el consumo por parte de un actor rural no reduce, ni real ni potencialmente la cantidad disponible para otro actor rural - lo cual por la cobertura forestal actual en Paraguay no es aplicable- puede generar altos costos sociales al promover cambios  de uso del suelo en detrimento del medio ambiente. 

De otra parte, de acuerdo a las asimetrías de información, aun así no se tenga conocimiento de los costos totales reales de los cambios del uso del suelo, como mecanismo precautorio, se pueden establecer medidas como un mínimo de reserva de bosque en los predios, tal como lo establece la Ley Forestal de 1973, o compensando a un tercero para que mantenga la cobertura forestal que el propietario no ha podido mantener, establecido en la Ley 3001/06. Con esta ley, las Compensaciones por Servicios Ambientales toman forma y sirven para reconocer el valor a los bosques mas allá de su uso para producción de madera o carbón vegetal, o para dar paso a  ganadería y agricultura extensiva. Aun cuando las Compensaciones por Servicios Ambientales no procuran darle un valor total al recurso forestal, por tanto eliminando una de las fallas del mercado, sirven como mecanismo de precaución que ayuda a frenar la deforestación y la pérdida de valiosos servicios ambientales que benefician a la sociedad en su conjunto. En este caso, las compensaciones por servicios ambientales se estandarizan a manera de Certificados por Servicios Ambientales, estipulados en la Ley 3001/06 así como en la Resolución SEAM No. 531/08. 

Las Compensaciones por Servicios Ambientales tendrán validez y mayores opciones de ser aceptadas por los campesinos, siempre que se den por un valor mayor que los usos alternativos del suelo. De no darse esta condición, se corre el riesgo de que los campesinos prefieran continuar con actividades económicas que les generen mayores ingresos y que perpetúan la degradación del entorno ambiental. De aquí se deriva la conveniencia de los alcances de la Ley 3001/06 que permite la negociación entre las partes involucradas para al alcanzar un precio de las compensaciones por servicios ambientales en que las partes estén de acuerdo. En zonas donde no se den estas dinámicas, la intervención del estado se hace necesaria mediante instrumentos de comando y control (ej. Ley 2524/04 “De Deforestación Cero”).  
Con referencia a la Ley 3001/06, las fallas de mercado también pueden presentarse cuando no existe un amplio número de compradores y vendedores de un producto o servicio, pues se generan ineficiencias económicas en la asignación de precios por vías de monopolios o monopsonios. Un mercado con un número reducido de compradores y vendedores de estos certificados no maximizaría los beneficios para la sociedad tanto en términos económicos como ambientales. Por un lado, se podrían presentar transacciones con valores muy altos o muy bajos respecto a la provisión real del servicio ambiental y, por otro, se lograría conservar un número bajo de hectáreas que no satisfacen los objetivos nacionales de conservación ni la propuesta de la Ley 3001/06 donde los certificados podrían ser negociados a través de la bolsa de valores. Por el contrario, si existe un mercado amplio de compradores y vendedores,  el precio por unidad de certificado de servicio ambiental se equilibraría por las dinámicas de la oferta y la demanda, reflejando un valor competitivo en términos de asignaciones eficientes de recursos de la sociedad. 

Todo mercado que cumpla estas características debe estar soportado por regulaciones que hagan cumplir las reglas del juego dispuestas. Una manera importante de establecer estas reglas del juego es a través de la creación de Leyes y reglamentaciones vinculantes que por definición son abiertamente negociadas y discutidas por la sociedad a través de los diferentes mecanismos dispuestos por la sociedad civil y en el Congreso de la Republica. 

No obstante la aplicación y el cumplimiento de las Leyes establecidas en particular en este caso, los artículos definidos en la Ley 3001/06 se convierten en el punto de quiebre para la generación de un mercado de certificados de servicios ambientales altamente eficiente y único en su género en el continente para la conservación y el desarrollo de áreas forestales en el largo plazo.

Para el gobierno de Paraguay, que cuenta con recursos limitados para atender todas las necesidades ambientales la conservación a través de la aplicación y cumplimiento de la Ley 3001/06 se vuelve altamente rentable, pues no solo maximiza los recursos de la sociedad en beneficio de todos, sino que reduce la presión sobre la inversión estatal en la conservación.
Si bien es importante crear las estructuras jurídicas y operativas que permitan la participación de la mayor cantidad posible de actores en las transacciones de certificados de servicios ambientales, por sí mismas éstas no asegurarán el éxito del esquema, pues factores de política pueden inhibir la adopción del esquema a escala nacional y los objetivos de conservación buscados con la diferentes regulaciones.
Otro tipo de fallas o barreras de política pueden comprometer la ampliación del esquema y dilatar la urgencia en que algunas medidas deben ser implementadas para frenar la pérdida de servicios ambientales y áreas boscosas. Una de las fallas de política es la que se da con los incentivos “perversos” o inadecuados, que se presentan cuando un incentivo creado tiene resultados no deseados, contrario a los intereses de los creadores del incentivo. Por ejemplo, en algunos países del continente los subsidios que promueven la agricultura y la ganadería también reversan la conservación de la biodiversidad. 
A continuación se describen algunos instrumentos de política e incentivos perversos que pueden afectar o incidir en los objetivos de conservación que se logren con el esquema de Compensaciones por Servicios Ambientales y que eventualmente pueden inhibir los esfuerzos que se hagan hacia la reglamentación e implementación de la Ley 3001/06.

Incentivos perversos
Aún cuando la eliminación o redireccionamiento de incentivos perversos aparentemente es una respuesta importante que puede probar ser costo-efectiva, es un mecanismo poco usado para la conservación de la biodiversidad. Todavía más, algunos incentivos de este tipo en la región siguen siendo creados como efectos colaterales de la formulación de políticas.
En Paraguay se presentan algunos casos, por tanto es congruente hacer una revisión preliminar de algunos de estos y cómo eventualmente pueden afectar logros que se establezcan con la aplicación y cumplimiento de la Ley 3.001/06.  
Incentivos Económicos Perversos
Paraguay ha logrado tasas de crecimiento históricamente altas en los últimos años, particularmente en el sector rural. Los subsidios en parte han asegurado la continuación de este crecimiento. Estos han servido para apoyar la producción agraria, incluyendo productos tales como la soja, algodón, madera y ganado, entre otros, que son el combustible de la economía Paraguaya. 
Los subsidios agrícolas en los diferentes eslabones de la cadena inciden en las decisiones de los agricultores frente a los usos de suelo. Los subsidios tienden a distorsionar los precios y las decisiones de asignación de recursos alterando los patrones de producción y consumo en una economía. En muchas ocasiones los subsidios son ineficientes, costosos e inequitativos y pueden representar una gran carga para el Estado y los contribuyentes de impuestos.

Bajo un esquema subsidiado de productos agrícolas e incentivos perversos a la conversión del suelo, la conservación de áreas boscosas no será rentable y, como se mencionó anteriormente, con mayor razón cuando las externalidades negativas (costos sociales de producción no asumidos por el productor) no se incorporan en la función de producción. La soja, el algodón, el maíz, el trigo y el ganado son productos que gozan de diferentes subsidios que pueden ir en contravía de objetivos de conservación. Una revisión preliminar de los incentivos para la soja y el algodón se presenta a continuación.
Incentivos a la producción de soja

Uno de los insumos más importantes para la producción mecanizada de soja es el diésel, que mueve la maquinaria que traslada los insumos productivos hacia las zonas de producción, se utiliza en el funcionamiento de tractores, sembradoras, fumigadoras y cosechadoras, y posteriormente se utiliza en el transporte desde los sitios de producción hasta silos y puertos para su comercialización. La estatal PETROPAR en Paraguay apoya este proceso mediante los subsidios al diesel. Dependiendo del precio del combustible, su incidencia en los costos de producción de la soja varía, aunque no siempre significativamente. 

La Coordinadora Agrícola del Paraguay, filial Alto Paraná, establece que el diesel representa el 25 por ciento del total de sus costos de producción
. El precio del diésel a la fecha es de G$4,700 por litro. De acuerdo a los cálculos de la Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y Oleaginosas (CAPECO), el costo de producción de soja en la cosecha 2007-2008 fue de 430 dólares por hectárea. Con base en estos datos, Villagra (2009) 
 calculó aproximadamente, el monto del subsidio recibido por los productores de soja a través del precio del diésel concluyendo que el subsidio indirecto de PETROPAR es el 15,8 por ciento del costo del diesel por hectárea.
 En cuanto al subsidio por hectárea de soja, este se ubica en alrededor de US$ 13,6. En el periodo 2007-2008 los productores de soja obtuvieron US$ 36 millones por este concepto.
 Valga aclarar que esta ultima estimación corresponde solo a la producción de soja, y no incluye otros rubros mecanizados como el maíz, girasol, trigo y el algodón entre otros que también se benefician de este tipo de subsidio.
Incentivos a la producción del algodón

La industria desmotadora en la producción de algodón se benefició altamente con incentivos del Estado hasta 1995 mediante operaciones de redescuento avaladas por el Banco Central de Paraguay. El BCP permitió la apertura de líneas de crédito preferenciales y apoyos directos en la comercialización y distribución de semillas
. Si bien el cultivo de algodón ha sido importante para el desarrollo rural, la focalización en el monocultivo también ha aumentado la vulnerabilidad y dependencia de esta población, en particular a la luz de los efectos de sequías e inundaciones.

Los apoyos se concentraron en el reparto de semillas y otros suministros libres de costos a partir de ese año para fomentar la producción de algodón. El monto de este apoyo se realizó a través de unas reprogramaciones del presupuesto que, en promedio, se ubicó en US$10 millones anuales entres los años 1997 y 1999, para posteriormente bajar a US$5 millones a partir de 2000. Una significativa porción del presupuesto del Ministerio de Agricultura y Ganadería se desvió a este tipo de apoyo.
 

Si bien la producción mecanizada e intensiva de la soja, avena y el trigo, entre otros cultivos han tenido un impacto negativo sobre la conservación de los bosques, los incentivos para el cultivo del algodón que inducen al productor a establecer monocultivos como una practica común, ha tenido un impacto mas severo sobre los suelos y la biodiversidad y en general la perdida de productividad, afectando en ultima instancia los ingresos de los productores 
 Los incentivos al fomento del algodón en la política actual han causado daños ambientales con altos costos sociales.
En este contexto dados los impactos ambientales y la baja efectividad de la política agropecuaria, la eliminación de los incentivos promueven el monocultivo deben ser removidos
. Nuevos incentivos podrían orientarse a promover la adopción de tecnologías ambientalmente adecuadas para la agricultura, sin condicionar al productor a un cultivo o rubro de producción determinado o al uso de un insumo específico. Un paquete de incentivos nuevos o subsidios agrícolas redireccionado podría ayudar a ampliar la oferta exportable toda vez que devuelva al producto el poder de decisión sobre qué, cómo y cuándo producir. Adicionalmente, los incentivos podrían ayudar a los campesinos a certificar sus fincas como proveedoras de servicios ambientales y a incorporar tecnologías más amigables con el medio ambiente en las parcelas.

Incentivos de Política

Esta sección expondrá algunos de los incentivos perversos que han surgido como resultado de mandatos de políticas de desarrollo rural. 

Estatuto Agrario de 1963

Estableció que la tierra y recursos naturales tales como los bosques “no productivos” estarían sujetos a expropiación para la reforma agraria. De esta manera, se creó un incentivo a los propietarios de tierras forestales para apoyar la deforestación y utilizar sus tierras de una manera “productiva.” Una serie de reformas posteriores al estatuto eliminaron este incentivo perverso.

Ley Forestal de 1973  

Creó el Servicio Forestal Nacional (SFN) como institución para dirigir e implementar la Ley. Surgió como una de las primeras políticas nacionales para el uso de los bosques de Paraguay, no obstante con una serie de deficiencias en la implementación de algunos artículos
.  La Ley dejó abierta la posibilidad de transferir el 25 por ciento de reserva legal a otra persona, que a su vez podrá deforestar el 75 por ciento de esta. Este vacío en la Ley, permitió que la cubierta forestal total en el Este de Paraguay estuviera por debajo del nivel mínimo legal de 25 por ciento llegando hasta un 10 por ciento.
 Actualmente el SFN fue reemplazado por el INFONA.
Ley Número 536 de 1996, o la Ley de Fomento a la Forestación y Reforestación- 

Esta Ley promovía un incentivo a los propietarios de tierras para la reforestación del país, entre los que se encontraban extensión y capacitación a los propietarios de pequeñas fincas. Estos incentivos buscan devolver la inversión del 75 por ciento en la preparación de plantaciones forestales y 75 por ciento de su mantenimiento durante los primeros tres años. Además, la tierra forestada recibía una reducción de impuestos de propiedad de 50 por ciento. No obstante, el incentivo sólo se concretó en algunos casos lo que llevó al abandono y en los otros casos la deforestación de las superficies. 
La tenencia de la tierra también fue un factor que influyó negativamente en este incentivo, pues muchos predios no tenían títulos de propiedad, lo cual no les permitía acceder al subsidio. Aproximadamente tres años después de la entrada en vigencia de la Ley, se congelaron los subsidios a la reforestación desincentivando nuevas inversiones en reforestación.
 

Esta Ley también declaró que aquellas áreas que no estén como plantaciones forestales en áreas de prioridad forestal, pueden estar sujetas a expropiación por parte del estado, excepto para fines de infraestructura inmediata. Esto abrió una ventana para que los actores rurales deforestaran las áreas con bosque nativo consideradas de prioridad forestal, y luego las reforestaran
. Además, algunos incentivos financieros para las reforestaciones, incluyendo los de costos compartidos y reducción de impuestos, atrajeron inversionistas como Shell Forestry con proyectos de gran escala. 
Ley del Estatuto Agrario (Ley 1863 de 2002)

Modificada mediante Ley 2531 en 2005 llevó a una reducción en los derechos de  propiedad de las tierras. Bajo esta Ley, los títulos de propiedad que concede el gobierno a los beneficiarios de la Reforma Agraria, (una vez cancelado el 25 por ciento del importe de la tierra) restringen su libre negociación y transferencia hasta por un período de 10 años después de culminado el pago del valor de la tierra, salvo autorización expresa de la autoridad estatal.
. Como consecuencia de dicha restricción, los beneficiarios no tienen plena capacidad de beneficiarse de su activo y se embarcan en procesos de venta informal de la tierra, que con las dinámicas rurales de informalidad, genera nuevos procesos de deforestación y destrucción de los ecosistemas.

Hasta comienzos del año 2000, bajo la Ley del Estatuto Agrario, el BAAPA estaba destinando a pasturas que  consideraba a las tierras forestales como incultas que llevó a los propietarios a incurrir en procesos de deforestación. Esto aunado a incentivos a la explotación agrícola, los altos precios en los mercados internacionales de la soja y la incorporación de tecnologías para el cultivo de soja y algodón, generaron un paisaje predominantemente agrícola en el Este de Paraguay y condujeron a la remoción de gran parte de la cobertura forestal del BAAPA.

Deficiencias Institucionales

Algunas deficiencias institucionales fruto de la Ley No. 1561/00, que creó el SISNAM como institución para manejar el marco legal e institucional de temas ambientales generó vacíos de gestión debido a la amalgamación de muchas agencias y barreras en la coordinación afectando los esfuerzos para abordar la problemática ambiental
. Adicionalmente, la falta de recursos del sector público para inversiones ambientales y el fortalecimiento de la institucionalidad  y el recurso humano, aunado a la carencia de información sobre el estado de los recursos naturales se ve reflejado en la baja capacidad de las autoridades municipales para responder fehacientemente a la degradación de los servicios ambientales y conservación de la biodiversidad. 

Conclusiones

Este documento establece una serie de condiciones que deben cumplirse respecto de la viabilidad del funcionamiento de la estructura de mercado de los certificados de servicios ambientales, y presenta algunos factores de riesgo de política de orden indirecto que puedan afectar los objetivos de conservación que se logren con la efectividad de las medidas de mercado. Como conclusiones preliminares se destacan los siguientes aspectos para avanzar en la eliminación de fallas de mercado y de política que permitan obtener resultados tangibles en materia de conservación:
1. Dados los desafíos mencionados, es importante abordar el tema del presupuesto estatal para asegurar acceso a los recursos críticos al funcionamiento de las instituciones del país. De acuerdo con esto se recomienda reforzar los incentivos que generen dinámicas autosostenibles de generación de recursos incorporando la compensación del pasivo ambiental de los predios. Esto está contemplado en la Ley 3001/06, y con su aplicación a cabalidad, ayudaría en gran parte a subsanar vacíos en el financiamiento de la inversión ambiental.
2. El incremento de las transacciones comerciales de las compensaciones por servicios ambientales. Esto se hace mediante el cumplimiento  del reglamento de reserva legal que en su defecto generaría la compensación por el pasivo ambiental. 
3. El establecimiento de mecanismos de transparencia y participación para afianzar relaciones entre las partes (proveedores y quienes compensan  los servicios ambientales) y entre las entidades de apoyo como la sociedad civil y entidades de gobierno. 
4. Promover la el involucramiento de la sociedad civil y la comunidad internacional para apoyar los marcos regulatorios pertinentes que complementen la Ley 3001/06 y así establecer las condiciones de mercado necesarias y el clima de negocios apropiado para los actores claves.
5. Realizar valoraciones sociales del costo económico de status quo y estimaciones costo/beneficio de alternativas de intervención pública (regulación, instrumentos de política etc.)
6. Aumentar la información pública disponible sobre el costo económico de la degradación ambiental y la distribución del mismo entre distintos estratos socio-económicos de la población.
7. Dirigir a las comunidades de base y a los actores con incidencia directa en la degradación ambiental
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